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REFERENCIA: PROCESO CMIN 047-2026 – INVITACIÓN A OFERTAR CMIN 047-2026. - OBSERVACIÓN Y SOLICITUD DE LIMITACIÓN DE LA CONVOCATORIA A MIPYMES DEL ORDEN NACIONAL – IMPROCEDENCIA DE UNA EVENTUAL RESTRICCIÓN TERRITORIAL A MIPYMES DOMICILIADAS EXCLUSIVAMENTE EN EL MUNICIPIO DE SAMACÁ
OBJETO: ADQUISICIÓN DE ELEMENTOS DE APOYO INSTITUCIONAL PARA LA POBLACIÓN PRIVADA DE LA LIBERTAD RECLUIDA EN LA CPMS TUNJA, EN CUMPLIMIENTO DEL CONVENIO SUSCRITO CON EL INPEC.
Respetados señores:
En ejercicio del derecho de participación en los procesos de contratación estatal, y con fundamento en los principios de transparencia, igualdad, libre concurrencia, selección objetiva, economía y responsabilidad, presentamos respetuosamente observación y solicitud para que, en caso de verificarse los presupuestos legales correspondientes, la convocatoria sea limitada a las MIPYMES COLOMBIANAS DEL ORDEN NACIONAL, sin introducir una restricción territorial circunscrita exclusivamente a las empresas domiciliadas en el municipio de Samacá, por las siguientes consideraciones jurídicas y técnicas:
I. DIFERENCIACIÓN ENTRE LA LIMITACIÓN NACIONAL A MIPYMES Y LA FACULTAD DE LIMITACIÓN TERRITORIAL
El artículo 34 de la Ley 2069 de 2020, que modificó el artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, establece el deber de las entidades estatales de limitar las convocatorias a las MiPymes colombianas cuando se acrediten los presupuestos legales correspondientes.
Esta disposición fue reglamentada mediante el artículo 5 del Decreto 1860 de 2021, que modificó los artículos 2.2.1.2.4.2.2, 2.2.1.2.4.2.3 y 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015.
De esta regulación se desprenden dos figuras jurídicas diferentes:
1. La limitación de la convocatoria a las MiPymes colombianas, prevista en el artículo 2.2.1.2.4.2.2 del Decreto 1082 de 2015, que resulta obligatoria cuando concurren los presupuestos establecidos en la norma.
2. La limitación territorial de la convocatoria, prevista en el artículo 2.2.1.2.4.2.3 del mismo decreto, que constituye una facultad de la entidad contratante y no una obligación automática.
La diferencia no es meramente formal. La limitación nacional busca promover la participación de las pequeñas y medianas empresas colombianas en la contratación pública, mientras que la limitación territorial introduce una restricción adicional al universo de posibles participantes, al exigir que tengan su domicilio en el municipio o departamento donde se ejecutará el contrato.
Por consiguiente, la entidad no puede asumir que, por tratarse de un proceso adelantado por el Municipio de Samacá, necesariamente deba limitarse la convocatoria a las MiPymes domiciliadas en dicho municipio.
La posibilidad de adoptar una restricción territorial debe analizarse de manera independiente, atendiendo las condiciones reales de ejecución contractual y, especialmente, la justificación que sobre el particular exista en los estudios del sector.
II. LA LIMITACIÓN TERRITORIAL ES FACULTATIVA Y REQUIERE UNA JUSTIFICACIÓN OBJETIVA EN LOS ESTUDIOS DEL SECTOR
Colombia Compra Eficiente, en el Concepto C-867 de 2026, reiteró que la limitación territorial prevista en el artículo 2.2.1.2.4.2.3 del Decreto 1082 de 2015 es una facultad discrecional de la entidad contratante, mas no una obligación.
La Agencia precisó que, aun cuando la administración cuenta con la posibilidad de restringir territorialmente una convocatoria previamente limitada a MiPymes, dicha decisión debe encontrarse justificada en los correspondientes estudios del sector y no puede constituir una determinación arbitraria o irracional.
En particular, señaló que la discrecionalidad administrativa está sometida a una carga de motivación, y que las decisiones deben ser adecuadas a los fines de la norma que las autoriza y proporcionales a los hechos que les sirven de causa, conforme al artículo 44 de la Ley 1437 de 2011.
Esta interpretación también fue desarrollada en el Concepto C-474 de 2026, en el cual Colombia Compra Eficiente reiteró que la limitación territorial es una potestad discrecional de la entidad, cuyo ejercicio presupone que previamente se hayan configurado los requisitos para limitar la convocatoria a las MiPymes colombianas en general.
De esta manera, no basta con que existan empresas domiciliadas en Samacá interesadas en participar, ni con que la entidad contratante tenga su domicilio en dicho municipio, para justificar automáticamente la exclusión de los demás potenciales oferentes del territorio nacional.
Se requiere una motivación objetiva, verificable y relacionada con las condiciones particulares del mercado y la ejecución del contrato.
III. EL PROPIO ESTUDIO DEL SECTOR RECONOCE LA EXISTENCIA DE UN MERCADO NACIONAL Y DE MÚLTIPLES PROVEEDORES
Un aspecto particularmente relevante de este proceso se encuentra en el documento denominado ESTUDIOS DEL SECTOR, en el cual la propia entidad reconoce expresamente las características nacionales del mercado de los bienes objeto de adquisición.
En efecto, en la página 4 del referido documento se establece:
"El mercado de suministro de elementos institucionales y de dotación para establecimientos penitenciarios se caracteriza por la existencia de múltiples proveedores que comercializan bienes estandarizados y de amplia disponibilidad en el territorio nacional. Las condiciones de producción, distribución y comercialización permiten obtener los bienes requeridos en tiempos de entrega reducidos, situación que favorece la libre competencia y garantiza la posibilidad de obtener ofertas favorables para la Entidad".
Esta afirmación resulta determinante para el análisis que nos ocupa.
La entidad reconoce que los bienes requeridos cuentan con disponibilidad en el mercado nacional, que existen múltiples proveedores y que las condiciones de distribución permiten atender la necesidad contractual en tiempos reducidos.
En consecuencia, el propio estudio del sector no identifica una particularidad del mercado que haga indispensable que los potenciales oferentes tengan domicilio principal en Samacá.
Por el contrario, la caracterización efectuada por la entidad permite concluir que se trata de bienes comercializados por diferentes agentes económicos, cuya disponibilidad no depende de la ubicación territorial del proveedor.
Adicionalmente, en las páginas anteriores del mismo documento, la entidad utiliza como referentes contractuales procesos adelantados por otros municipios del departamento de Boyacá, entre ellos el municipio de Boyacá y el municipio de Socotá, para sustentar las condiciones económicas del mercado.
Lo anterior confirma que la adquisición de este tipo de elementos no constituye una actividad económica exclusiva de proveedores domiciliados en Samacá, sino que se desarrolla en un mercado de alcance regional y nacional.
Resultaría contradictorio que, después de reconocer expresamente la existencia de múltiples proveedores y la amplia disponibilidad nacional de los bienes, la entidad adoptara una restricción territorial sin explicar cuáles circunstancias objetivas hacen necesaria y proporcional dicha medida.
En otras palabras, el estudio del sector identifica condiciones que favorecen la concurrencia y participación de diversos proveedores, pero no desarrolla un análisis que permita sustentar la conveniencia de reducir ese universo de participantes exclusivamente a las MiPymes domiciliadas en Samacá.
IV. EL LUGAR DE EJECUCIÓN CONTRACTUAL DEBE DIFERENCIARSE DEL DOMICILIO DE LA ENTIDAD CONTRATANTE
Otro aspecto que merece especial atención corresponde a la naturaleza y destinación del objeto contractual.
El proceso tiene como finalidad adquirir elementos de apoyo institucional para la población privada de la libertad recluida en la Cárcel y Penitenciaría de Media Seguridad de Tunja – CPMS Tunja, en cumplimiento del convenio suscrito entre el Municipio de Samacá y el INPEC.
Así se encuentra expresamente señalado tanto en el objeto contractual como en los estudios del sector, donde se identifica a la CPMS Tunja como el establecimiento penitenciario destinatario de los bienes.
De igual manera, la invitación establece entre las obligaciones del contratista la entrega de los elementos en el lugar indicado por el municipio o la CPMS Tunja. También contempla que el pago requiere el recibido a satisfacción por parte del INPEC y la correspondiente certificación de recibo de la CPMS Tunja.
Por lo anterior, resulta indispensable que la entidad diferencie el domicilio de la entidad contratante del lugar en el cual se desarrollará materialmente la ejecución contractual.
El hecho de que el Municipio de Samacá adelante el proceso y suscriba el contrato no significa, por sí solo, que el objeto contractual se ejecute necesariamente dentro de su jurisdicción territorial.
Al respecto, Colombia Compra Eficiente, mediante el Concepto C-811 de 2026 y el Concepto C-867 de 2026, ha señalado que la delimitación territorial debe guardar correspondencia con el ámbito geográfico en el que se ejecutará el contrato.
En consecuencia, si la entrega y recepción de los bienes se realiza en la CPMS Tunja, deberá considerarse esta circunstancia al evaluar cualquier eventual limitación territorial, sin que resulte jurídicamente adecuado equiparar automáticamente el domicilio de la entidad contratante con el lugar de ejecución del objeto contractual.
Por tanto, solicitamos que la entidad precise expresamente el lugar efectivo de entrega y ejecución contractual y se abstenga de adoptar una restricción territorial a favor de las MiPymes domiciliadas en Samacá sin haber establecido previamente la correspondencia entre dicha delimitación geográfica y las condiciones reales de ejecución.
V. LA RESTRICCIÓN TERRITORIAL NO PUEDE FUNDAMENTARSE EN UNA MERA PREFERENCIA POR LOS PROVEEDORES LOCALES
Es comprensible que las entidades territoriales procuren promover el desarrollo económico local y la participación de las empresas de su jurisdicción.
Sin embargo, dicho propósito debe armonizarse con las disposiciones que regulan la contratación estatal y con los principios que garantizan la igualdad de oportunidades para los potenciales oferentes.
La promoción del desarrollo empresarial local no constituye una autorización para establecer restricciones territoriales sin justificación suficiente ni para excluir a empresas que cuentan con la capacidad jurídica, comercial y logística para satisfacer las necesidades de la administración.
En el presente proceso, los bienes requeridos corresponden a productos disponibles en el mercado nacional, de características identificables y susceptibles de ser suministrados por diversos establecimientos comerciales y distribuidores.
No se evidencia, en los estudios publicados, que la ejecución del contrato requiera una presencia permanente del contratista en Samacá, la prestación de servicios continuos dentro del municipio, la disponibilidad de infraestructura local específica o alguna otra circunstancia que permita demostrar que la ubicación del domicilio principal del proveedor constituye una condición determinante para satisfacer la necesidad contractual.
Por tanto, una eventual restricción territorial sustentada exclusivamente en la intención de favorecer a los proveedores locales, sin demostrar su necesidad y proporcionalidad, podría afectar injustificadamente la libre concurrencia, la igualdad de oportunidades y la selección objetiva.
La administración debe procurar que la selección del contratista responda a la capacidad de satisfacer la necesidad pública en las mejores condiciones para la entidad y no a criterios geográficos carentes de justificación técnica.
VI. LA LIMITACIÓN TERRITORIAL DEBE CUMPLIR LOS PRESUPUESTOS DE LA LIMITACIÓN NACIONAL
Adicionalmente, resulta necesario precisar que la limitación territorial no constituye una figura autónoma que pueda aplicarse libremente al margen de los requisitos establecidos para las convocatorias limitadas a MiPymes nacionales.
El Concepto C-867 de 2026 de Colombia Compra Eficiente explica que los artículos 2.2.1.2.4.2.2 y 2.2.1.2.4.2.3 del Decreto 1082 de 2015 deben interpretarse armónicamente.
En ese sentido, para que proceda una limitación territorial deben haberse configurado previamente los presupuestos de la convocatoria limitada a MiPymes colombianas y, adicionalmente, deben concurrir las condiciones territoriales correspondientes.
La Agencia precisó que, para proceder con una limitación territorial, deben existir al menos dos solicitudes de MiPymes domiciliadas en el municipio o departamento donde se ejecutará el contrato.
Por consiguiente, no resulta suficiente la existencia de dos solicitudes de empresas domiciliadas en cualquier lugar del país para justificar automáticamente una restricción territorial a favor de las MiPymes de Samacá.
La entidad debe verificar los requisitos legales aplicables y, adicionalmente, justificar la conveniencia de ejercer esta facultad discrecional con fundamento en los estudios del sector.
En consecuencia, solicitamos que cualquier decisión sobre la limitación de la convocatoria se adopte con observancia integral de los artículos 2.2.1.2.4.2.2, 2.2.1.2.4.2.3 y 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, modificados por el Decreto 1860 de 2021.
VII. NSUFICIENCIA DEL ANÁLISIS DE LA OFERTA DEL MERCADO Y RIESGO DE RESTRICCIÓN INJUSTIFICADA DE LA PLURALIDAD DE OFERENTES
Respetuosamente, advertimos que el análisis del sector publicado por la entidad no permite establecer de manera suficiente, objetiva y verificable las condiciones reales de la oferta de bienes y proveedores que podrían satisfacer la necesidad contractual.
Si bien el documento señala que el mercado de suministro de elementos institucionales y de dotación para establecimientos penitenciarios cuenta con múltiples proveedores y que los bienes requeridos tienen amplia disponibilidad en el territorio nacional, dicha afirmación no se encuentra acompañada de una caracterización concreta del mercado que permita identificar el universo de potenciales oferentes, su ubicación geográfica, su capacidad de suministro, la pluralidad de establecimientos comerciales o personas naturales que podrían participar, ni la existencia de una oferta local suficiente para atender integralmente el objeto contractual.
En particular, no se evidencia un análisis que permita determinar cuántas MiPymes se encuentran efectivamente domiciliadas en el municipio de Samacá y cuentan con capacidad para suministrar la totalidad de los elementos requeridos, ni si existen proveedores locales que comercialicen los bienes con las especificaciones técnicas solicitadas, en las cantidades requeridas y dentro del plazo de ejecución previsto.
Esta omisión adquiere especial relevancia si se considera que el objeto contractual comprende bienes de diferentes categorías, entre ellos elementos tecnológicos, mobiliario, herramientas y libros de actas, cuya comercialización puede involucrar proveedores de distintos sectores económicos y ubicaciones geográficas.
En consecuencia, adoptar una eventual limitación territorial sin contar previamente con información suficiente que acredite la existencia de un mercado local plural, competitivo y con capacidad real de atender la necesidad, podría conducir a una restricción injustificada de la participación de potenciales oferentes que, aun estando en condiciones de cumplir el contrato, se encontrarían excluidos únicamente por su domicilio.
Una decisión de esta naturaleza no solamente podría afectar los principios de igualdad, libre concurrencia, transparencia, selección objetiva y economía, sino que también podría incrementar el riesgo de que el proceso no cuente con un número suficiente de propuestas admisibles, con la consecuente posibilidad de tener que declararlo desierto o adelantar nuevamente el procedimiento, en perjuicio de la oportunidad y eficiencia de la contratación pública.
Debe tenerse presente que la finalidad de las medidas de promoción y limitación de participación de las MiPymes no es favorecer a un grupo particular de proveedores ni establecer barreras geográficas carentes de justificación, sino promover su participación bajo condiciones objetivas y con observancia de los requisitos legales. Por ello, cualquier decisión de limitación territorial debe estar sustentada en circunstancias reales del mercado y en una motivación técnica suficiente, no en presunciones sobre la existencia de oferta local.
Lo anterior resulta especialmente relevante en este proceso, dado que el propio estudio del sector reconoce que los bienes requeridos son de amplia disponibilidad en el territorio nacional y que las condiciones de distribución y comercialización favorecen la libre competencia y la obtención de ofertas favorables para la entidad. Por tanto, resultaría contradictorio restringir geográficamente la participación sin demostrar previamente por qué dicha medida resulta necesaria, proporcional y conveniente para satisfacer la necesidad contractual.
SOLICITUDES
Con fundamento en las consideraciones jurídicas y técnicas expuestas, respetuosamente solicitamos a la entidad:
PRIMERA. Que, una vez verificado el cumplimiento de los presupuestos establecidos en el artículo 2.2.1.2.4.2.2 del Decreto 1082 de 2015, se limite la convocatoria a las MiPymes colombianas del orden nacional, permitiendo la participación de aquellas que cumplan los requisitos legales, independientemente del municipio o departamento en el que tengan su domicilio principal.
SEGUNDA. Que la entidad se abstenga de adoptar una limitación territorial circunscrita exclusivamente a las MiPymes domiciliadas en el municipio de Samacá, teniendo en cuenta que el estudio del sector reconoce expresamente la existencia de múltiples proveedores, la disponibilidad nacional de los bienes y las condiciones de distribución que favorecen la libre competencia, sin desarrollar una justificación técnica, económica o funcional que sustente la necesidad y proporcionalidad de dicha restricción.
TERCERA. Que se precise el lugar efectivo de ejecución y entrega de los bienes objeto del contrato, teniendo en cuenta que el objeto contractual, los estudios del sector y las condiciones de recibo identifican a la CPMS Tunja como destinataria de los elementos adquiridos.
CUARTA. Que, en caso de considerar procedente una limitación territorial, la entidad exponga de manera expresa y detallada los fundamentos técnicos, económicos y jurídicos que sustentan dicha determinación, identificando los apartados concretos de los estudios del sector que justifican la exclusión de las MiPymes domiciliadas fuera del ámbito territorial seleccionado y explicar de manera expresa las razones por las cuales esta resulta necesaria y proporcional, así como la forma en que se garantiza que no se afectará injustificadamente la concurrencia ni la satisfacción de la necesidad contractual.
QUINTA. Que se verifique el cumplimiento de los presupuestos normativos para la limitación territorial, incluyendo la existencia de las solicitudes correspondientes de MiPymes domiciliadas en el lugar de ejecución contractual, de acuerdo con la interpretación expuesta por Colombia Compra Eficiente en el Concepto C-867 de 2026.
SEXTA. Que la entidad garantice los principios de igualdad, transparencia, libre concurrencia, selección objetiva, economía y pluralidad de oferentes, evitando restricciones geográficas que no respondan a circunstancias objetivas, verificables y debidamente justificadas.
SÉPTIMA. Que la respuesta a esta observación sea expresa, de fondo y debidamente motivada, pronunciándose sobre los argumentos relativos al alcance nacional del mercado, la disponibilidad de proveedores, el lugar de ejecución contractual y la ausencia de justificación de una eventual restricción territorial.
OCTAVA: En caso de limitar a mipyme municipal precisar si se realizó una identificación efectiva de MiPymes domiciliadas en Samacá que cuenten con capacidad para atender integralmente el objeto contractual y, de ser así, publicar los soportes que sustentan dicha conclusión.

La presente solicitud no pretende desconocer las facultades legales de la entidad para promover el desarrollo empresarial territorial. Por el contrario, busca que dichas facultades sean ejercidas dentro de los límites establecidos por el ordenamiento jurídico y con observancia de los principios que orientan la contratación pública.
La existencia de una facultad discrecional no releva a la administración del deber de motivar sus decisiones, ni permite introducir restricciones que no encuentren sustento en la planeación contractual.
Por el contrario, cuando los propios estudios del sector reconocen la disponibilidad nacional de los bienes y la existencia de múltiples proveedores, cualquier decisión de reducir territorialmente el universo de participantes exige una explicación objetiva, suficiente y proporcional.



Atentamente,



EQUIPO DE LICITACIONES
ANEDAL S.A.S.


